Sentencia 14/2004, de 12 de febrero, en relación con la Ley de Aragón 7/1998, de 16 de julio, de Ordenación Territorial (publicada en el B.O.E. de 10.3.2004).

a) Antecedentes

-
Promotor del recurso: Estado (nº 4488/1998).

-
Norma impugnada: Ley de Aragón 7/1998, de 16 de julio, de Ordenación Territorial.

-
Extensión de la impugnación: Número 222 de la Directriz duodécima, apartado II, de la letra D) de los principios del Anexo de la Ley.

-
Motivación del recurso: Considera el Estado que la Ley aragonesa dictada dentro de la competencia exclusiva que ostenta la Comunidad Autónoma en materia de ordenación del territorio al planificar establece determinadas limitaciones en materia penitenciaria o de almacenamiento de residuos radioactivos respecto de la que carece de competencia.

b) Comentario - resumen

1.
En primer lugar, señala la sentencia que el objeto de la impugnación lo constituye el nº 222 del apartado II. Duodécimo (suelo), de las Directrices de Ordenación Territorial, incluidas en el Anexo de la Ley, el cual dispone que:

“Se propiciará que la utilización del suelo sea acorde con los intereses de la Comunidad Autónoma de Aragón. A tal efecto, se tendrá en cuenta lo siguiente:

a) No se permitirá la instalación en usos penitenciarios cuya capacidad superela media de la población reclusa generada en Aragón en los últimos cinco años.

b) Se prohibirá la instalación de almacenes de residuos nucleares que no hayan sido generados en Aragón”.

Así pues, resalta la sentencia que el precepto impugnado relativo a la utilización del suelo en Aragón, por una parte, limita la población reclusa de las instalaciones penitenciarias y, de otra, excluye el almacenamiento de residuos nucleares procedentes de otras Comunidades Autónomas, y en cuanto al problema suscitado sobre si la Directriz de la Ley a la que se hace referencia vincula o no al Estado, puesto que en caso negativo no se habría producido conflicto alguno al no existir confrontación de competencias (Estado - Comunidades Autónomas), el Tribunal sostiene con base en el art. 25.2.b) de la Ley que vincula a todas las administraciones públicas y por tanto vincula al Estado con lo que se ha producido un conflicto real.

2.
Por lo que respecta al encuadramiento del precepto cuestionado en la materia de “ordenación del territorio”, manifiesta el Tribunal en cuanto al apartado a) de la Directriz, relativo a la instalación en usos penitenciarios que “no es encuadrable en la materia de ordenación del territorio” puesto que razona diciendo que “dicho apartado declara que no se permitirá que la capacidad de las instalaciones en usos penitenciarios supere la media de los reclusos generados en Aragón en los últimos cinco años. Esta regulación en realidad determina el número máximo de plazas que pueden albergar las instalaciones penitenciarias de Aragón, y ello en razón de un módulo cuantitativo que se fija por referencia al origen de la población reclusa, lo cual nada tiene que ver con el contenido que, según nuestra doctrina, le es propio a la materia de ‘ordenación del territorio’. En definitiva, la norma no planifica el uso del suelo susceptible de recibir instalaciones penitenciarias, ni aprueba planes u otros instrumentos relativos a las mismas, ni tampoco establece sistemas de equilibrio territorial entre dichas instalaciones y otras de la misma o distinta naturaleza, o entre aquéllas y los núcleos de población. Ni siquiera, en fin, se refiere a volúmenes de edificación y otras variables que pudieran conectarse de alguna manera con los diferentes usos del suelo”. (F. J. 5).

Por tanto, señala en este punto que, por su contenido y finalidad (fijación del número máximo de reclusos que pueden cobijar las instalaciones máximas de Aragón) este apartado a) “resulta más propio de la legislación penitenciaria atribuida al Estado por el art. 149.1.6ª CE” y que “Aragón no se encuentra entre las Comunidades Autónomas que han asumido competencias de ejecución de la legislación penitenciaria que dicte el Estado”, “correspondiendo a éste incluso las competencias de ejecución en esta materia en territorio aragonés”, declarando por tanto la inconstitucionalidad del citado apartado.

Así pues, para el Tribunal, con base en la STC 104/1988, de 8 de junio, “no cabe duda de que dentro de las facultades normativas del Estado entraría tanto la ‘congelación’ de las actuales plazas máximas y óptimas, como la fijación minuciosa de los requisitos y condicionamientos para la determinación de tales plazas” y que “resulta de todo ello que las decisiones que afectan a todo ese sistema -como son, necesariamente, las referidas a su capacidad total, óptima y máxima, y, en consecuencia, a la capacidad de los establecimientos integrados- han de adoptarse con carácter general y de forma homogénea para todo el sistema, y, en consecuencia, por el Estado y en el ámbito estatal de actuación. No son posibles en este punto decisiones autonómicas unilaterales que, al modificar el número de plazas disponibles para absorber a la población penitenciaria, tendrían consecuencias o repercusiones en el conjunto del sistema penitenciario y condicionarían las decisiones de otras Administraciones Autonómicas y de la propia Administración del Estado (STC 104/1988, de 8 de junio, F.J. 8)”. (F.J. 6).

3. Aborda a continuación la sentencia el encuadramiento competencial del apartado b) del número 222 de la Directriz II, duodécima, que dispone que “se prohibirá la instalación de almacenes de residuos nucleares que no hayan sido generados en Aragón”, descartando que pueda encuadrarse dentro de las materias de “ordenación del territorio” o “seguridad pública” y estimando por el contrario que guarda más relación con las materias de “régimen energético” y “medio ambiente”. Así pues, continua diciendo “en cuanto a la materia de ‘régimen energético’ es obvia dicha relación, pues nos encontramos ante residuos generados por el empleo de una modalidad concreta de energía, cual es la nuclear. Lo propio puede decirse de la materia de medio ambiente, dada la incidencia que todos los residuos, y en especial por provenientes de este tipo de energía, pueden tener en el ecosistema y por tanto en la salud humana”. No obstante, considera que, “para alcanzar un criterio definitivo sobre el encuadramiento material del precepto impugnado, hemos de atender a su contenido y finalidad. En este sentido se aprecia que la regulación consistente en la prohibición de almacenamiento de los residuos de la energía nuclear que no hayan sido generados en Aragón se conecta más estrechamente con la materia de ‘régimen energético’ que con la de ‘medio ambiente’”.

“En definitiva, aunque no pueda desconocerse que se incardinen en la materia de ‘medio ambiente’ aquellos aspectos del régimen jurídico de los almacenes de residuos nucleares que tengan como finalidad directa la protección del entorno, en razón a la peligrosidad potencial de aquéllos, sin embargo, la Directriz impugnada atiende a una dimensión estratégica de la producción energética, cual es la gestión y emplazamiento de sus residuos, lo que justifica el encuadramiento competencial realizado”, es decir, dentro de la materia de “régimen energético”. (F.J. 9), dentro de la cual “al Estado le corresponde la competencia sobre la legislación básica (art. 149.1.25ª CE), mientras que la Comunidad Autónoma de Aragón ha asumido la competencia de desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación básica del Estado (arta. 37.2 EAA)”.

A tal efecto el Tribunal califica como básicos, tanto desde el punto de vista material como del formal, los “dos contenidos normativos de la Ley 25/1964, de Energía Nuclear resultan relevantes a los efectos que aquí interesan. En primer lugar, que su art. 2 relaciona los diversos tipos de instalaciones nucleares y radioactivas, incluyendo a los almacenes de residuos nucleares y radioactivos entre dichas instalaciones, sometiéndolos a su régimen jurídico (art. 2.12 y 13). Y, en segundo lugar, que las instalaciones nucleares y radioactivas y por ello los almacenes de los residuos correspondientes, se sujetan a un régimen de autorización administrativa (arts. 28 y 31)”.

Ello es así, explica, “porque las definiciones de instalaciones nucleares y radioactivas y la inclusión en ellas de los almacenes de residuos configuran un mínimo común normativo de aplicación en todo el territorio nacional que tiene, sin duda, carácter esencial, pues determina el alcance material de ambos tipos de instalaciones y su respectiva diferenciación. Y lo propio ocurre con el sometimiento de la actividad de las instalaciones a un sistema de autorización administrativa, pues la peligrosidad que su funcionamiento entraña lo justifica. Así recientemente, hemos considerado que ‘el legislador puede optar legítimamente entre alguna de las alternativas existentes para la regulación de un sector o aspecto del mismo, con tal de que cumpla los requisitos o exigencias constitucionales que correspondan en cada caso. En este supuesto, las exigencias materiales de la normativa básica que ahora nos ocupa se concretan en que el legislador, en ejercicio de su función legítima, ha configurado una regulación uniforme para todo el territorio nacional, en relación con las autorizaciones de apertura de las oficinas de farmacia’ (STC 109/2003, de 5 de junio, F.J. 8)”. Y además señala que, formalmente ostentan carácter básico, al haber sido aprobadas por una norma de rango legal. 

Asimismo, “una tercera prescripción también debe ser considerada básica, cual es la determinación del art. 38 de la Ley 25/1964 de que ‘las instalaciones nucleares y radioactivas que trabajen con sustancias radioactivas quedan obligadas a contar con instalaciones especiales para almacenamiento, transporte y manipulación de residuos radioactivos’”. Y por último debe ser resaltada como básica la distinción recogida en la Ley 15/1980, del Consejo de Seguridad Nuclear, relativa a las instalaciones radiactivas, diferenciándose entre instalaciones de primera, segunda y de tercera categoría (Disposición adicional 1ª)”. (F.J. 11).

Entra también la sentencia en el examen del Real Decreto 1836/1999, de 3 de diciembre, que aprueba el Reglamento sobre Instalaciones Nucleares y Radioactivas.

Este Real Decreto, que desarrolla las Leyes 25/1964 y 15/1980 (art. 1 del Reglamento aprobado), está declarado básico por su Disposición final 2ª. A tal efecto, manifiesta el Tribunal que, “ al análisis pormenorizado del amplio régimen autorizatorio regulado en dicho Real Decreto 1836/1999 pone de manifiesto que la relación entre el sistema de producción de energía nuclear o radioactiva, el transporte de sus residuos y el almacenamiento de los mismos, se configura de modo abierto en todo el territorio nacional, no sometiéndose a limitación territorial de carácter intracomunitario o de otro alcance, de acuerdo con las exigencias de un mercado único que hemos declarado en nuestra jurisprudencia (STC 24/1983, F.J. 6)”, afirmando asimismo, que, “la normativa básica ha sometido a los residuos generados en el proceso de producción de energía nuclear a un régimen de gestión de efectos supracomunitarios. Esta perspectiva unitaria y abierta a todo el territorio nacional afecta, entre otros aspectos de la gestión de los residuos nucleares a su almacenamiento, de manera que los criterios esenciales de aspectos tales como el emplazamiento de los almacenes, las garantías de seguridad de estas instalaciones, o las del transporte de los residuos hasta las mismas desde los centros de producción, se incluyen en este ámbito básico”. Por tanto, sigue diciendo “al legislador básico le corresponde la determinación de las características estructurales del sistema de almacenamiento de residuos en el conjunto del territorio nacional, en concordancia con las orientaciones que se adopten sobre la producción misma de este tipo de energía, de un lado, y, de otro, de las exigencias medioambientales y de otra naturaleza que conlleve la gestión de los residuos nucleares que se generen”.

Por otra parte, concluye señalando que “la normativa básica dictada en esta materia, al ordenar el sector de la energía nuclear y radioactiva, ha adoptado por un sistema abierto a todo el territorio nacional, y no por un modelo de gestión intrautonómica de los residuos que se produzcan. Por esta razón, y habida cuenta de que el precepto de la Ley aragonesa configura un modelo de almacenamiento de residuos excluyente de aquéllos que pudieran producirse en otras Comunidades Autónomas, incurre en infracción del orden constitucional de competencias”.

4. Por último, analiza el Tribunal la alegación relativa a la vulneración de los principios de solidaridad, cooperación y coordinación por la Ley impugnada estimando que una vez declarada la inconstitucionalidad de la norma recurrida “resulta innecesario examinar este nuevo motivo de inconstitucionalidad”.

5. Para terminar en el Fallo de la sentencia el Tribunal decide: “Declarar inconstitucional y nulo el número 222 de la Directriz duodécima, apartado II, de la letra D) de los principios del Anexo de la Ley de las Cortes de Aragón 7/1998, de 16 de julio, de Ordenación del Territorio. Directrices Generales”.

6. Voto particular que formula el Magistrado D. Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.

Pone de manifiesto el Magistrado la importancia del principio de solidaridad infravalorado por la sentencia, como principio constitucional, “uno de los fundamentos del ordenamiento jurídico-político” señalando que la Directriz impugnada de la Ley aragonesa “fue poco respetuosa con el principio de solidaridad” dado el carácter excluyente de dicha norma.

